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Informe del Seminario / Taller Subregional “Hacia la Conformación de un Espacio de Libertad, Justicia y Seguridad: los mecanismos de cooperación policial y judicial en la Unión Europea y

la Comunidad Andina”

El Seminario/taller Subegional “Hacia la Conformación de un Espacio de Libertad, Justicia y Seguridad: los mecanismos de cooperación policial y judicial en la Unión Europea y la Comunidad Andina” se realizó los días 18 al 21 de noviembre de 2003, en la sede de la Secretaría General de la Comunidad Andina, en Lima, Perú. El Seminario pudo llevarse a cabo gracias a la colaboración del Gobierno de Francia, en el marco de su programa de cooperación regional andina.

La lista de participantes se adjunta como Anexo I.

En el acto inaugural participaron el Embajador José Antonio García Belaunde, Director General de la Secretaría General de la Comunidad Andina, quien dio las palabras de bienvenida a los participantes y el Embajador de Francia ante el Gobierno del Perú, Excelentísimo señor Jean-Paul Angelier.

En su discurso, el Embajador García Belaunde señaló que, al abordar la asistencia mutua y cooperación en los ámbitos policial y judicial, los países andinos, además de dar cumplimiento a las tareas pendientes del Acta de la Reunión del Consejo Presidencial de Lima (2000), demuestran su voluntad de profundizar aspectos que van más allá de lo económico-comercial y de acercar así el proceso de integración a los ciudadanos.

Por su parte, el Embajador Angelier destacó que el presente Seminario constituye la segunda ocasión en que el Gobierno de Francia presta su apoyo para impulsar los temas policiales y judiciales en la Comunidad Andina, recordando el encuentro realizado en diciembre de 2001. En ese sentido, resaltó la importancia de difundir y aprovechar los avances registrados en la materia en el marco de la Unión Europea, y deseó los mayores éxitos a los participantes.

I

Desarrollo del Seminario

Módulo I: Cooperación Policial
1.
Conferencia / debate sobre la estrategia global europea de prevención contra la delincuencia organizada – Presentación del Coronel Serge Leteur de la Policía Francesa.

2.
Conferencia / debate sobre el convenio Schengen y su sistema de información (S.I.S.) – Presentación del Coronel Serge Leteur de la Policía Francesa.

3. Conferencia / debate sobre el imperativo de la cooperación policial en el marco de la agenda multidimensional andina – Presentación del Señor Adolfo López, funcionario de la Secretaría General.

4. Conferencia / debate sobre EUROPOL – Presentación del Primer Oficial Tomás Martín de EUROPOL.

5.
Los mecanismos de cooperación policial vigentes en los Países Miembros de la Comunidad Andina – Presentaciones a cargo de las delegaciones de los países andinos y de la OCN INTERPOL.

6.
Mesa redonda general sobre el futuro de la cooperación policial andina

Módulo II: Cooperación Judicial
1.
Conferencia / debate sobre el espacio judicial europeo: historia y estado de la integración – Presentación de la Doctora Sylvie Petit-Leclair, Substituto General en la Corte de Apelación de París.

3.
Conferencia / debate sobre la cooperación judicial europea: ayuda judicial mutua, convenio de extradición y procedimiento simplificado – Presentación de la Doctora Sylvie Petit-Leclair, Substituto General en la Corte de Apelación de París.

4.
Conferencia / debate sobre las instituciones judiciales europeas: magistrados de enlace, red judicial europea y Proyecto EUROJUST – Presentación de la Doctora Sylvie Petit-Leclair, Substituto General en la Corte de Apelación de París.

5.
Los mecanismos de cooperación judicial vigentes en los Países Miembros de la Comunidad Andina – Presentaciones a cargo de las delegaciones de los países andinos.

6.
Mesa redonda general sobre el futuro de la cooperación policial andina: a) análisis de mecanismos ad hoc para fomentar la ayuda mutua entre autoridades judiciales (Red Judicial Andina); b) fórmulas para establecer acuerdos marco en materia civil y cartas rogatorias o exhortos.

II

Conclusiones y recomendaciones

1.
Los participantes recibieron con agrado el informe de los avances registrados en el desarrollo de la nueva agenda multidimensional del proceso andino de integración, en particular en lo referido a la adopción e implementación de aquellos mecanismos que tienen vinculación con las labores de las áreas policial y judicial. Al respecto concluyeron que, frente a un desarrollo fragmentado de los campos que requieren la actuación de esas autoridades, observado en la instrumentación de los mencionados mecanismos, es necesario establecer un hilo conductor que les proporcione mayor coherencia así como una clara orientación, a fin de evitar duplicidad en los esfuerzos y mejorar la eficiencia de las acciones emprendidas.


Igualmente, hicieron notar la falta de comunicación y de coordinación existente a nivel internacional entre sus respectivas instancias, lo cual redunda en una debilidad fundamental a la hora de abordar la cooperación y el trabajo conjunto en materia policial y judicial.

2.
Asimismo, los participantes reafirmaron la importancia de cumplir con los acuerdos  alcanzados en la XII Reunión del Consejo Presidencial Andino, celebrada en Lima los días 9 y 10 de junio de 2000, al señalar que el pleno funcionamiento del Mercado Común Andino requerirá de actividades complementarias al proceso de integración, como la armonización de legislaciones y el establecimiento de mecanismos de cooperación judicial y policial en los campos civil y penal, así como el establecimiento de mecanismos para fortalecer los sistemas de control y fiscalización en todos sus ámbitos.


En tal sentido, los participantes recomendaron a la Secretaría General que acelere los trabajos que permitan adoptar las medidas necesarias para el cumplimiento de las acciones complementarias al proceso de integración contenidas en el numeral VII del Programa de Acción 2000-2001 anexo al Acta de Lima. 

3.
En este contexto, sugirieron se priorice la elaboración de una propuesta para crear una instancia consultiva y asesora en los temas de la asistencia mutua y cooperación policial, con base en lo dispuesto en el Capítulo VIII de la Decisión 471, en los siguientes términos:
“Denominación y objetivo.

Dicha instancia se denominaría “Comité Andino de Asistencia y Cooperación Policial”. Tendría como objetivo contribuir a mejorar la cooperación entre las autoridades policiales de los Países Miembros de la Comunidad Andina, a fin de luchar eficazmente contra la delincuencia y en particular contra el crimen transnacional organizado, además de propiciar la cooperación y facilitación de la coordinación de las acciones de investigación de los procesos policiales sobre delitos y actuaciones ilícitas que cubran el territorio de los Países Miembros, a través del intercambio de información e inteligencia.

Funciones

Las funciones que se le podrían asignar al Comité Andino de Asistencia y Cooperación Policial, serían: 

a) Emitir opinión ante el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores y la Secretaría General, a solicitud de éstos o por propia iniciativa, sobre los programas o actividades del proceso de integración andina que tengan relación con su objeto, competencia y funciones;

b) Proponer la adopción de políticas y estrategias comunes sobre la materia de su competencia;

c) Promover el cumplimiento y la armonización por parte de los Países Miembros de los acuerdos internacionales en la materia;
d) Promover la cooperación entre los Países Miembros con el propósito de coadyuvar en la solución de problemas en el ámbito de su objeto y competencia;

e) Promover y coordinar acciones comunes, en caso de que exista una situación concreta de sospecha o de peligro, tales como robo agravado, robo de vehículos, narcotráfico, trata de blancas, lavado de dinero, terrorismo, tráfico de patrimonio nacional, tráfico de armas, delitos contra la propiedad y las personas, siempre y cuando la legislación nacional de los Países Miembros requerido y requiriente lo permita;

f) Establecer grupos de trabajo especializados en aspectos operativos del accionar policial;

g) Adoptar su procedimiento interno, el mismo que establecerá los mecanismos para su organización y funcionamiento;

h) Informar periódicamente el desarrollo de sus actividades a los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración; e

i) Ejercer las demás funciones que le encomienden el Consejo Andino de Relaciones Exteriores y atender las solicitudes que le presente la Secretaría General;

Composición y frecuencia de sus reuniones

El Comité Andino de Asistencia y Cooperación Policial estará conformado por los Directores o Comandantes Generales de las instituciones policiales de los Países Miembros, representantes de los Ministerios del Interior o Gobierno y Ministerios de Relaciones Exteriores de los Países Miembros. Sin embargo, atendiendo las particularidades institucionales de los países, sus representaciones podrán incorporar a funcionarios de otras instituciones. Asimismo, las delegaciones podrán estar conformadas por el número de asesores que los países dispongan.

El Comité Andino de Asistencia y Cooperación Policial se reunirá por lo menos una vez al año. Extraordinariamente lo podrá hacer a solicitud de su presidente, de por lo menos dos autoridades policiales de los Países Miembros. También podrá reunirse a solicitud del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores o de la Secretaría General.

Continuidad

La Secretaría General de la Comunidad Andina desempeñará las funciones de Secretaría Técnica del Comité. Ello, con la finalidad de velar por el cumplimiento de los acuerdos del Comité, instrumentar sus recomendaciones, informar a las autoridades policiales nacionales, y en particular a quien ejerza la presidencia del Comité, de los avances y compromisos asumidos por éste, además de mantener el acervo documental del Comité.”

4.
Adicionalmente, las delegaciones de los Países Miembros otorgaron prioridad, en virtud de la exitosa experiencia europea y de la urgente necesidad de fortalecer la lucha contra el crimen en la subregión andina, al diseño y adopción de un mecanismo que facilite la designación de oficiales de enlace andinos, con funciones netamente operativas, en las instituciones policiales de los Países Miembros.

En tal sentido, las delegaciones consideraron la posibilidad de que cada país, de conformidad con su ordenamiento interno, designe un representante para la creación de una Comisión Andina de Policía, donde cada uno de ellos, sirva de enlace con los otros a los fines de hacer fluido el intercambio de información relativa a delitos de tráfico de drogas, delincuencia organizada, legitimación de capitales, etc.

Este representante sería el encargado de establecer las necesidades de cada país en cuanto a formación, entrenamiento y capacitación del recurso humano en materia de investigación criminal.

De igual forma corresponderá a este representante, evaluar los avances obtenidos en materia de combate de la actividad criminal a través de la presentación de informes periódicos ante los demás miembros de la Comisión. 

La Comisión tendría dentro de sus actividades, coordinar con los diferentes Cuerpos Policiales de los países Andinos la información necesaria, que permita investigar las actividades delictivas de individuos o bandas organizadas de los Estados que conforman la Comunidad Andina y evitar de esta forma que tanto los individuos como las bandas puedan aprovechar las ventajas de su traslado a un país distinto a la comisión del delito.

Igualmente, correspondería a esta Comisión intercambiar información sobre actividades delictivas de personas individualmente consideradas o bandas organizadas con instituciones similares, como la INTERPOL o la EUROPOL.
Asimismo, correspondería a la Comisión el intercambio con las anteriores Organizaciones, en cuanto a la formación de recurso humano en materia de investigación criminal, a través de la cooperación e intercambio de experiencias, aplicación de nuevas técnicas y equipos en el combate del delito.

5.
Los participantes señalaron que una de las actividades prioritarias a desarrollar en este campo es el establecimiento de un inventario de las bases de datos que son administradas por los cuerpos policiales de los Países Miembros, a fin de conocer su estado de desarrollo tecnológico y las variables que consideran. Ello, como un paso sustancial para facilitar, en el futuro, la interconexión y las consultas entre dichos sistemas de información.

6.
Las delegaciones consideraron pertinente solicitar a la Secretaría General que se contacte con EUROPOL a fin de proponer la suscripción de un Acuerdo de Cooperación interinstitucional, que se constituya en una herramienta para facilitar el intercambio de experiencias y la cooperación en asuntos policiales entre ambos esquemas de integración.

7.
Los participantes coincidieron en señalar que los avances y la proyección del proceso andino de integración demandan un esfuerzo conjunto para detectar, coordinar y definir las necesidades de actualización y capacitación de los recursos humanos de las diferentes instituciones policiales y judiciales de los Países Miembros.

Los participantes convinieron en la necesidad de promover el intercambio de experiencias que evidencien abordajes creativos y novedosos de la problemática policial y judicial en el marco de un esquema de integración a la vez que permitan el continuo fortalecimiento de las capacidades requeridas. En tal sentido, recomendaron se adelanten las gestiones necesarias para planificar y desarrollar programas de capacitación entre las instituciones policiales y judiciales de los Países Miembros.

Una forma de abordar dicha recomendación sería a través del establecimiento de mecanismos de articulación entre instituciones policiales y judiciales, e instituciones universitarias y organismos gubernamentales o no gubernamentales que aborden la problemática de los procesos de integración y su vinculación con las actuaciones policiales y judiciales en ese ámbito de acción.

En ese sentido, reconocieron el esfuerzo que viene realizando la Escuela Regional de la Comunidad Andina de Inteligencia Antidrogas (ERCAIAD), que debe tomarse como un ejemplo a seguir.

Por último, sugirieron estudiar la posibilidad de establecer un sistema para el intercambio de funcionarios policiales y judiciales.

8.
Los participantes, al analizar la proyección del proceso de integración, identificaron que cada vez se hace más urgente procurar la solución de los problemas jurídicos y económicos que se susciten entre las personas naturales y jurídicas de los Países Miembros. En ese sentido, los participantes solicitaron a la Secretaría General estudie y proponga a las instancias decisorias del Acuerdo de Cartagena, el establecimiento de mecanismos institucionales, en el marco del Sistema Andino de integración, que coadyuven en la búsqueda de una mayor participación de las entidades nacionales vinculadas con la definición política y la administración de justicia, en la consolidación del proceso de integración andino.

Al respecto, señalaron la importancia de que se cree un Consejo Andino de Ministros de Justicia e Interior, como instancia asesora del Consejo Presidencial Andino y del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores.

Asimismo, los participantes consideraron pertinente la creación de un Comité Andino de Cooperación y Asistencia Judicial el cual tendría como objetivo contribuir a mejorar la cooperación judicial entre los Países Miembros de la Comunidad Andina, con miras a la consolidación del proceso de integración, a contribuir con la luchar eficaz contra el crimen transnacional organizado, además de propiciar la cooperación y facilitación de la coordinación de las acciones de investigación de los procesos judiciales sobre delitos y actuaciones ilícitas que cubran el territorio de los Países Miembros.

El Creación del Comité Andino de Asistencia y Cooperación Jurídica estará conformado por representantes de los Poderes Judiciales y Ministerios Públicos de los Países Miembros. Sin embargo, atendiendo las particularidades institucionales de los países, sus representaciones podrán incorporar a funcionarios de otras instituciones. 

En ese orden de ideas, la delegación de Venezuela propuso que dicho Comité tenga como propósito inicial:

· “Realizar un diagnóstico de la realidad de cada uno de los países andinos, sobre la base de la armonía, objetividad y espacios comunes, que permitan dar el engranaje inicial en la conformación de los objetivos propuestos y del mandato presidencial de cada uno de los Estados vinculados.

· Conformar los aspectos del funcionamiento operativo, técnico y financiero del Comité de Asesoría Técnica Judicial, definiendo sus bases de actuación (misión – visión).

· Cuantificar los recursos logísticos y tecnológicos con que cuenta en la actualidad cada uno de los Estados miembro, que permitan adelantar el proceso de integración judicial.

· Dada la especialidad del derecho comunitario andino, se debe evaluar la posibilidad de la creación de un Tribunal único en cada uno de los países involucrados con competencia en derecho de integración andina, cuyas materias del conocimiento en áras de la obtención de una justicia expedita, con arreglo a los principios de legalidad y respeto a los derechos humanos, pudiera conocer y decidir: exhortos y rogatorias; extradiciones; trámites de antecedentes penales; intercambio de información; evacuación e incorporación de diligencias probatorias; incautación y entrega de bienes u objetos activos o pasivos vinculados al delito.”

Las delegaciones consideraron dicha propuesta y solicitaron a la Secretaría General que, con base en la normativa comunitaria pertinente, elabore un documento técnico para que sea sometido a la consideración del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores para su aprobación mediante Decisión.

Por último, los asistentes señalaron la importancia de considerar la designación de magistrados o funcionarios de alto nivel de la Corte Suprema de cada País Miembro, como funcionarios de contacto, tanto entre ellos, como con las instituciones y los organismos del Sistema Andino de Integración. 

9.
Adicionalmente, los participantes recomendaron a la Secretaría General que adelante los trabajos necesarios, sobre la base de lo establecido en la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, para establecer a nivel andino un esquema que profundice el alcance de dicho instrumento.

Dicho esquema, en criterio de los participantes, buscaría que los Países Miembros se presten asistencia mutua en investigaciones, juicios y actuaciones en materia penal referentes a delitos cuyo conocimiento sea de competencia del País Miembro requirente al momento de solicitarse la asistencia. Ello, sin que signifique otorgar facultad a un País Miembro para emprender en el territorio de otro País Miembro el ejercicio de la jurisdicción ni el desempeño de funciones reservadas exclusivamente a las autoridades del otro por su legislación nacional. 

10.
La experiencia registrada por los participantes en el Seminario permite apreciar una falta de información acerca de los procedimientos administrativos para un adecuado intercambio judicial de documentos vinculados con actos judiciales transfronterizos, sobre los cuales la proyección y perfeccionamiento del proceso de integración andino incidirá en el futuro cercano.

Al momento de reafirmar su voluntad de encontrar soluciones jurídicas comunes para el fortalecimiento del proceso de integración, los participantes solicitaron a la Secretaría General estudie y proponga a los Países Miembros establecer “modelos de formatos andinos”, con igual texto y validez en los cinco países, para los casos a) de las Cartas Rogatorias para solicitar información o pruebas a una autoridad de un País Miembros de la Comunidad Andina; b) de las Cartas Rogatorias para solicitar a una autoridad de un País Miembro de la Comunidad Andina la práctica de diligencias judiciales; c) de una Nota Suplicatoria dirigida a un Agente Diplomático de otro País Miembro de la Comunidad Andina acreditado en el País Miembro de residencia.

Ello implicaría también el análisis de los procedimientos administrativos vigentes, así como de los requisitos formales que se deben cumplir para la formulación de los pedidos de asistencia judicial internacional, particularmente entre los países andinos, de forma tal de procurar uniformizarlos.

11
Las delegaciones consideraron pertinente avanzar en el desarrollo de un mecanismo andino sobre extradición y traslado de sentenciados. Al respecto, la Secretaría General recordó que, en el marco del Plan Operativo aprobado por las Autoridades Andinas responsables de la Lucha contra las Drogas Ilícitas, existe un pedido para estudiar la eventual actualización del Convenio "Rodrigo Lara Bonilla" sobre cooperación para la prevención del uso indebido de drogas (30 de abril de 1986), en vigencia pero no aplicado, el cual señala en su artículo IV que "las Partes Contratantes (los 5 países andinos) procurarán uniformar los criterios y procedimientos concernientes a la extradición de enjuiciados por tráfico ilícito de drogas, calificación de la reincidencia y confiscación de bienes."

Adicionalmente, se recordó otros antecedentes de este tipo de acción, como son la Convención Interamericana sobre Extradición, suscrita en Caracas el 21 de febrero de 1981, en el marco de la OEA, y las normas sobre extradición adoptadas en el marco de la Unión Europea
 y del MERCOSUR
. Asimismo, se señaló que algunos Países Miembros cuentan con acuerdos de esta naturaleza con otros países
.

Los participantes solicitaron a la Secretaría General que, con base en dichos antecedentes, realice un trabajo propositivo que tenga en cuenta: a) el análisis comparativo de las Constituciones de los Países Miembros y de las legislaciones nacionales sobre extradición, b) el análisis de la experiencia e instrumentos adoptados en otros esquemas de integración, en particular la Unión Europea, MERCOSUR, etc. c) los resultados del Seminario sobre Cooperación Judicial y Policial realizado en la Secretaría General en diciembre de 2001 (documento SG/ di 395 del 26 de marzo de 2002), y d) las deliberaciones del presente seminario. Con ello podría efectuar una propuesta técnico-jurídica de un proyecto de norma comunitaria a ser presentado a la consideración del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores.

Al culminar la reunión, los participantes agradecieron al Gobierno de Francia por su invalorable apoyo técnico y financiero, que permitió la realización del seminario, y a la Secretaría General por las facilidades brindadas para su desarrollo.

Anexo I

Lista de participantes

Módulo I:
Cooperación policial
Bolivia:

José Velarde Velarde 

Sub Comandante Departamental 

Policía Nacional de Bolivia

Teléfono
:
591-2-2434110

Fax
:
591-2-2434110

E-mail
:
semariavelarde@hotmail.com
La Paz

Yovanka Oliden Tapia

Directora de Gestión Jurídica

Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto

Teléfono
:
591-2-2408900

Fax
:
591-2-2408905

E-mail
:
yoliden@hotmail.com

La Paz

José Mena Uria

Agregado de Policía a la Embajada de Bolivia en el Perú

Agregaduría de Policía de Bolivia en el Perú

Teléfono
:
591-2-2408900

Fax
:
591-2-2408905

E-mail
:

Lima

Colombia:

Carolina Bayona Parga

Asesora del Despacho del Ministro

Ministerio del Interior y de Justicia 

Teléfono
:
571-5960500 extensión 1700/1745

Fax
:
571-5601677 / 5604630

E-mail
:
cbayona@minjusticia.gov.co

María Alicia Roa Leguizamón 

Area de Cooperación Judicial

Ministerio de Relaciones Exteriores 

Teléfono
:
571-5662008 ext. 3161

Fax
:

E-mail
:
alixroa@yahoo.com mariaroa@minrelext.gov.co

Hernando Arciniegas Sánchez

Agregado Policial de la Embajada de Colombia en el Perú

Policía Nacional de Colombia

Teléfono
:
571-5960500 /2220957

Fax
:
571-5601677

E-mail
:
agrepolcoperu@hotmail.com

Ecuador
General Inspector

Marcelo Vega Gutiérrez

Inspector General de la Policía Nacional

Teléfono
:
2506033 / 501682/501675

Fax
:
559830

E-mail
:
dasinter@andinanet.net / agrepolperu@yahoo.com

Quito

Miguel Vasco Viteri

Cónsul General del Ecuador en Lima

Embajada del Ecuador

Teléfono
:
4217050

Fax
:
4217050

E-mail
:
consulado@mecuadorperu.org.pe

Quito

Coronel de Estado Mayor

Hugo Aníbal Robalino Baquero

Comandante del Cuarto Distrito de la Policía Nacional

Policía Nacional del Ecuador

Teléfono
:
094118614

Fax
:
042870440

E-mail
:
agrepolperu@yahoo.com

Guayaquil

Leopoldo Rovayo Verdesoto

Asesoría Jurídica 

Ministerio de Relaciones Exteriores
Teléfono
:
2993220

Fax
:
2993221

E-mail
:
rovayo@mmrree.gov.ec
Quito

Edison Tobar Jaramillo

Oficial de Policía con el grado de Mayor
Policía Nacional del Ecuador
Teléfono
:
2211694

Fax
:
2211694

E-mail
:
edytobarj@hotmail.com

Quito

Coronel de Policía de EM

Ivan Vallejo Godoy

Agregado de Policia a la Embajada del Ecuador
Embajada de Ecuador
Teléfono
:
2211694

Fax
:
2211694

E-mail
:
vabrevo156@yahoo.com

Quito

Perú:

Víctor Salas Lozano

Jefe de Planeamiento Operativo – Estado Mayor General de PNP

Ministerio del Interior

Teléfono
:
2250402 anexo. 315 /97900632-2616137

Fax
:
97536090

E-mail

Pablo Sánchez Velarde

Fiscal Superior Penal Especializado

Fiscalía Anticorrupción

Ministerio Público

Teléfono
:
428-0969 anexo 5865

Fax
:
428-0969 anexo 5865

E-mail
:
psanchez@mpfn.gob.pe

Juan Carlos Santos Alvarez

Comité de Asesoramiento

Ministerio del Interior

Teléfono
:
2242389

Fax
:
2254537

E-mail
:
jcsantos@mininter.gob.pe

Abraham Carrillo Orellana

Jefe de Asesoramiento y Análisis Criminal de la OCN – INTERPOL - Lima

Ministerio del Interior

Teléfono
:
2259992

Fax
:
2263969

E-mail
:
ocniplima@pnp.gob.pe / acarrillo952@hotmail.com

Carmen Arias Otárola

Funcionaria

Dirección de Asuntos Políticos Multilaterales

Ministerio de Relaciones Exteriores

Teléfono
:
311-2400 anexo 3356

Fax
:

311-2641

E-Mail
:
carias@rree.gob.pe

Jessie Trevejo Núñez

Asesor Legal 

Oficina Asuntos Legales

Ministerio de Relaciones Exteriores

Teléfono
:
311-2939

Fax
:
311-2932

E-Mail
:
jtrevejo@rree.gob.pe
Alberto William Huapaya Olivares

Asesor Legal 

Oficina Asuntos Legales

Ministerio de Relaciones Exteriores

Teléfono
:
311-2400 anexo 3861

Fax
:
311-2932

E-Mail
:
ahuapaya@rree.gob.pe
República Bolivariana de Venezuela:
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Anexo II

Discurso de Apertura del “Segundo Seminario Franco Andino sobre la Cooperación Policial y Judicial”

Palabras del Embajador Jean-Paul Angelier

Señor Embajador José Antonio García Belaunde, Director de la Secretaría General de la Comunidad Andina;

Señoras y Señores representantes de los países andinos;

Señoras y Señores;

Es para mí un verdadero placer participar en la inauguración del Segundo Seminario Regional Franco-Andino sobre los mecanismos de Cooperación Policial y Judicial, organizado en el marco de la cooperación francesa, con la colaboración de la Secretaría General de la Comunidad Andina.

El Primer Seminario sobre este tema, que tuvo lugar aquí mismo en Diciembre del 2001, permitió a la delegación francesa hacer una presentación de los mecanismos de cooperación policial y judicial entre los países de la Unión Europea.

El objetivo principal de este nuevo encuentro consiste en un intercambio de experiencias y en la búsqueda de una mejor coherencia, a nivel andino, de los esfuerzos que se están llevando acabo para reforzar la cooperación policial y judicial y que ya han logrado avances en lo que se refiere a la lucha contra las drogas, contra el tráfico de armas y contra el tráfico de bienes culturales.

Como Ustedes saben, el proceso de cooperación policial en Europa, iniciado en 1960, se fortaleció luego de 1990 con los acuerdos de Schengen, el Tratado de Maastricht en 1992 y el de Amsterdam de 1997, el cual dio creación al espacio común de libertad, seguridad y justicia. Dos expertos europeos les darán a conocer los últimos avances al respecto.

La Señora Sylvie PETIT-LECLERC, Fiscal en la Corte de Apelaciones de París, les hará beneficiar de su experiencia como magistrado de enlace en la estructura de cooperación judicial EUROJUST –creada en Octubre 1999 en Tampere (Finlandia)- para intercambiar datos entre los países de la Unión Europea que faciliten las investigaciones judiciales relativas a la criminalidad organizada transnacional.

El Señor Tomas MARTIN, Inspector del Cuerpo de Policía de España, que ejerce responsabilidades en la Unidad de Análisis de EUROPOL, les presentará el funcionamiento de dicho organismo, el cual tiene como misión proporcionar a las policías de los estados miembros informaciones relativas a estupefacientes, terrorismo, criminalidad internacional y pedofilia.

Espero que este encuentro permita hacer avanzar la reflexión dentro de la CAN sobre la definición de un marco de entendimiento práctico para consolidar la necesaria cooperación judicial y policial.

Quisiera, para terminar, agradecer especialmente a la Secretaría General de la Comunidad Andina, al Gobierno Peruano, a los organismos de enlace de los Países Miembros y a los representantes de las demás Instituciones por el valioso apoyo brindado para la realización de este Seminario.

Anexo III

Relación de Instrumentos y Normas Comunitarias que tendrían vinculación con el tema de la

Cooperación Policial y Judicial en un marco de seguridad andina

MERCADO COMÚN
INSTRUMENTO ANDINO
OBSERVACIONES

LIBRE CIRCULACION DE BIENES


Decisión 345
Régimen Común de Protección a los derechos de los Obtentores de Variedades Vegetales


Combate al tráfico de variedades vegetales autóctonas


Decisión 351
Régimen Común sobre Derecho de Autor y Derechos Conexos


Combate a la piratería, falsificación, etc.


Decisión 478
Asistencia Mutua y Cooperación entre las Administraciones Aduaneras de los Países Miembros de la Comunidad Andina 


Combate al contrabando en general


Decisión 486
Régimen Común sobre Propiedad Industrial


Combate a la piratería


Decisión 460
Protección y Recuperación de Bienes Culturales del Patrimonio Arqueológico, Histórico, Etnológico, Paleontológico y Artístico de la Comunidad Andina.


Combate al tráfico de bienes culturales


Decisión 505
Plan Andino de Cooperación para la Lucha contra las Drogas Ilícitas y Delitos Conexos  


Combate contra el desvío de precursores químicos para la producción de drogas ilícitas


Decisión 539
Mesa Andina de Participación de la Sociedad Civil para la Defensa de los Derechos del Consumidor


Contribución con la defensa de los derechos del consumidor


Decisión 552
Plan Andino para la Prevención, Combate y Erradicación del Tráfico Ilícito de Armas Pequeñas y Ligeras en todos sus aspectos
Combate al contrabando, al tráfico de armas y al crimen internacional

LIBRE CIRCULACION DE SERVICIOS


Decisión 467
Norma Comunitaria que establece las infracciones y el régimen de sanciones para los transportistas autorizados del transporte internacional de mercancías por carretera


Control del tránsito en el Sistema Troncal Andino de Carreteras


Decisión 477
Tránsito Aduanero Internacional


Control del tránsito en el Sistema Troncal Andino de Carreteras

LIBRE CIRCULACION DE CAPITALES


Decisión 505
Plan Andino de Cooperación para la Lucha contra las Drogas Ilícitas y Delitos Conexos  
Combate contra el lavado de dinero y activos, corrupción y delitos financieros

LIBRE CIRCULACION DE PERSONAS


Decisión 397
Tarjeta Andina de Migración (TAM)


Instrumento de control de permanencia para los turistas residentes en la Comunidad Andina


Decisión 439
Marco General de Principios y Normas para la Liberalización del Comercio de Servicios en la Comunidad Andina.
Control de tránsito internacional de los personal que trabaja en empresas de servicios


Decisión 503
Reconocimiento de documentos nacionales de identificación  
Combate contra el tráfico de personas


Decisión 550
Creación del Comité Andino de Identificación y Estado Civil (CAIEC) 
Combate contra el tráfico de personas, solución de homonimia a nivel andino


Decisión 526
Ventanillas de entrada en aeropuertos para nacionales y extranjeros residentes en los Países Miembros
Facilitación para el cruce de fronteras migratorias entre los Países Miembros


Decisión 545
Instrumento Andino de Migración Laboral 


El derecho de residencia a nivel andino implicará la posibilidad de que los nacionales andinos cometan delitos en otro País Miembro donde resida, lo cual podría necesitar legislar sobre aspectos de extradición, investigación en otro país (exhortos y cartas rogatorias), etc. 

ACCIONES COMPLEMENTARIAS

Relaciones externas
Decisión 458
Lineamientos de la Política Exterior Común.


Establece que los Países Miembros trabajen coordinadamente en los temas de la agenda internacional (corrupción, lucha contra las drogas, crimen transnacional, etc.)

Integración fronteriza
Decisión 459
Política Comunitaria para la Integración y el Desarrollo Fronterizo.
Combate contra el robo de vehículos, por ejemplo


Decisión 501
Zonas de Integración Fronteriza (ZIF) en la Comunidad Andina  
Combate contra el robo de vehículos, por ejemplo


Decisión 502
Centros Binacionales de Atención en Frontera (CEBAF) en la Comunidad Andina 
Requerirá la actuación coordinada y en un mismo local de las policías de los dos Países Miembros

Narcotráfico
Decisión 505
Plan Andino de Cooperación para la Lucha contra las Drogas Ilícitas y Delitos Conexos  


Requiere actuaciones coordinadas, cuando no conjuntas (tipo operación púrpura) de interdicción. Asimismo, requiere cooperación interinstitucional para capacitación, por ejemplo


Decisión 549
Creación del Comité Andino para el Desarrollo Alternativo (CADA) 


Plantearía actuaciones coordinadas, cuando no conjuntas de erradicación de cultivos ilícitos


Convenio Rodrigo Lara Bonilla
Legalmente vigente, aunque desactivado, Su actualización permitiría tratar el tema de la extradición de sentenciados por narcotráfico

Desastres naturales
Decisión 529
Creación del Comité Andino para la Prevención y Atención de Desastres (CAPRADE)


Plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad

Medio ambiente
Decisión 523
Estrategia Regional de Biodiversidad para los Países del Trópico Andino


Plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad

Salud
Decisión 541
Lineamientos del Plan Andino de Salud en Fronteras


Plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad


Decisión 516
Armonización de Legislaciones en materia de Productos Cosméticos  


Plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad

Migraciones
Decisión 548
Mecanismo Andino de Cooperación en materia de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios

Al interior de la Comunidad Andina plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad y frente a terceros países el futuro establecimiento de un sistema de visado comunitario


Decisión 504
Creación del Pasaporte Andino


Establece un documento de viaje con elementos de seguridad reconocidos internacionalmente, lo cual dará a los países de acogida mayor tranquilidad respecto a los viajeros procedentes de los Países Miembros


Decisión 525
Características técnicas específicas mínimas de nomenclatura y seguridad del Pasaporte Andino


Desarrollo social
Decisión 553
Lineamientos para la Formulación del Plan Integrado de Desarrollo Social


Plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad

Políticas macroeconómicas
Decisión 543
Programas de Acciones de Convergencia (PAC) 


Estabilidad macroeconómica y armonización en materia tributaria (combate a la evasión y elusión tributaria)

Crimen internacional
Instrumento de Cooperación entre Ministerios Públicos o Fiscalías Generales
Combate y prevención de delitos de corrupción, financieros, lavado de activos. Busca la simplificación de los procedimientos de extradición, carta rogatorias y apoyo a la investigación en otros Países Miembros


Convenio de Cooperación Interinstitucional entre las Contralorías Generales de los Países Bolivarianos: Bolivia, Colombia, Ecuador, Panamá, Perú y Venezuela
Combate a la corrupción y a la impunidad

Derechos humanos
Carta Andina para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos
Plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad


Consejo Andino de Defensores del Pueblo conformado por los titulares de las Defensorías del Pueblo de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela
Defensa de los derechos humanos, lo cual refuerza el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad

Paz y seguridad
Compromiso de Lima: Carta Andina para la Paz y la Seguridad – Limitación y Control de los Gastos Destinados a la Defensa Externa
Plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad

Democracia
Protocolo Adicional al Acuerdo de Cartagena: Compromiso de la Comunidad Andina por la Democracia
Plantearía elementos de soporte para el establecimiento de una zona andina de paz y seguridad

Anexo IV

Presentación de Venezuela en el Módulo de Cooperación Policial

El Proceso de globalización que se vive a nivel mundial, plantea la necesaria integración de los países en procura de atender sus necesidades de desarrollo y de lograr  una inserción dinámica y provechosa en el contexto internacional.

Es así, como la organización subregional con personería jurídica internacional, constituida por Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela,  países del orbe Andino han constituido la Comunidad Andina (CAN). 

Dentro de los Objetivos Estratégicos de esta Organización Latinoamericana está la integración regional y hemisférica, la cual  permitirá una mejor inserción en la economía mundial con planes sociales y culturales que redundarán efectivamente en los países signatarios.

Ahora bien, a sido motivo de profunda preocupación por parte de los países andinos el incremento de la actividad delictiva -sobre todo de aquellos delitos llamados económicos-  actividad que  ha conseguido formas diversas de tecnificación.  Motivo por el cual dentro del proceso de integración a los fines de lograr un combate efectivo de este flagelo se han acordado acciones dentro del ámbito penal y policial. 

Así tenemos, que los presidentes de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela, se reunieron en esta ciudad de Lima los días 9 y 10 de Junio del año 2000, con ocasión del duodécimo  (XII) Consejo Presidencial Andino y acordaron  implementar acciones dentro del ámbito penal y ámbito policial. 

Así, dentro del  ámbito penal acordaron las siguientes acciones: 

1- Facilitar la creación de una red judicial andina conformada por puntos de contacto entre los países miembros.

2- Adoptar un acuerdo Marco Andino sobre traslados de sentenciados entre los países miembros.  

En el ámbito de la investigación policial propiamente dicho, acordaron las siguientes acciones:

1-
Aprobar medidas para la cooperación e iniciativa conjuntas en ámbitos como la formación y el intercambio de funcionarios, usos de equipos e investigación científica policial.

2-
Fomentar acuerdos de enlaces entre las autoridades competentes.

3-
Crear una red integrada subregional  de investigación, documentación y estadísticas sobre la delincuencia organizada.

En cuanto al primer aspecto de formación e intercambio de funcionarios de investigación criminal, me permito destacar que el Instituto Universitario de Policía Científica (I.U.POLC) adscrito al Cuerpo de Investigaciones Científica, Penales y Criminalísticas al cual pertenezco y cuya sede se encuentra en  Caracas, Venezuela, - teniendo Núcleos en varias ciudades de Venezuela- forma de manera integral no sólo a los funcionarios de investigación de la policía científica venezolana, sino que también a través de constantes intercambios de cooperación, forma en el aspecto técnico-científico a funcionarios policiales de otros cuerpos de investigación de América Latina.

La formación en materia Criminalística ofrecida por esa Institución ha sido reconocida a nivel mundial por los éxitos alcanzados por el Cuerpo Técnico de Policía Judicial cuyo legado es el actual Cuerpo de Investigaciones Científicas Penales y Criminalísticas.      

En lo atinente a los enlaces existentes entre las diferentes autoridades encargadas de la lucha contra la criminalidad, a nivel interno existe en Venezuela una Dirección de Coordinación de Órganos de Seguridad Ciudadana, dependiente del Ministerio del Interior y Justicia encargada de trazar las directrices, en materia de combate efectivo del delito cuyas políticas evitan la dispersión de recursos y  la armonía para trabajar bajo un criterio único.

Recientemente el Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas acordó con el Banco Central de Venezuela, suscribir un convenio de cooperación e intercambio de información y entrenamiento, en materia de prevención y control de legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo y otros delitos financieros, dando cumplimiento a las disposiciones previstas en la Ley General de Bancos  de Venezuela,  y cuya finalidad principal es lograr unificar  esfuerzos a través de la Banca,  y captar información financiera, así como también reportes de actividades sospechosas sobre legitimación de capitales que permitan a los organismos de investigación conjuntamente con los Fiscales del Ministerio Público desarrollar la correspondiente averiguación penal. 

El principio de colaboración entre los órganos del Poder Público se encuentra establecido en el artículo 136 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; que si bien es cierto consagra una división de las funciones que corresponden a cada rama del Poder Público de igual forma establece una obligación de cooperación entre los órganos que van ha desarrollarlas, para la mejor consecución de los fines generales del Estado.

Por otra parte, en diciembre del año 2000, se suscribió en la ciudad de Palermo (Italia) la Convención de la Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional, debido al aumento del tráfico de drogas, situación que motivo a la Comunidad Internacional a uno de los sucesos más importantes de  voluntad política para asumir un problema de gran riesgo mundial. 

En este sentido, la cooperación de intercambio de información mencionada con ocasión del convenio con el Banco Central de Venezuela se enmarca dentro de las previsiones establecidas en la Ley Aprobatoria de la “Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional” artículo 7° ordinal 1° literal “b” y 27 ordinal 1° literal “a”, que señalan: 

Artículo 7: Medidas para combatir el blanqueo de dinero.  1 Cada Estado Parte:  b) garantizará, sin perjuicio de la aplicación de los artículos 18 y 27 de la presente Convención, que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar información a nivel nacional e internacional de conformidad con las comisiones prescritas  en el derecho interno y, a tal fin, considerará  la posibilidad de  establecer una dependencia de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de información de posibles blanqueo de dinero.   

Artículo 27: Cooperación en Materia de cumplimiento de la ley.  1. Los Estados Parte colaboraran estrechamente, en consonancia con sus respectivos ordenamientos jurídicos administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de cumplimiento de la ley orientadas a combatir los delitos comprendidos en la siguiente Convención.  En particular, cada Estado Parte adoptará medidas eficaces para: a) Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios competentes y, de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de información sobre todos los aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención  así como, si los Estados Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades delictivas. 

En el Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas, la investigación correspondiente a estos delitos de tipo económico, que afectan gravemente el patrimonio de la nación y causan daño a la integridad de sus habitantes, se encuentran a cargo de las Divisiones Contra la Delincuencia Organizada y Contra la Corrupción en la Función Pública,  teniendo el auxilio cuando la acción Criminal trasciende las fronteras de la Dirección Nacional de Policía Internacional (INTERPOL).

En otro orden de ideas, con motivo de la Resolución 1373 ( 2001) que en fecha 28-09-2001, fue aprobada por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (ONU), en respuesta a los atentados terroristas del 11-09-2001 ocurridos en las ciudades de Nueva York, Washington y Pennsylvania, las Divisiones Contra Homicidios, Antiterrorismo y la  Dirección Nacional de Policía Internacional (INTERPOL), desarrollaron investigaciones conjuntamente con policías  extranjeras a los fines de determinar  la presencia en Venezuela de personas presuntamente ligadas a la actividad terrorista.

Venezuela mantiene constante intercambio de información y realiza reuniones periódicas de trabajo con países vecinos, como la República de Colombia, en la búsqueda de un combate efectivo de las actividades guerrilleras, tráfico de sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, robo y hurto de vehículos automotores; logrando establecer directrices y acuerdos de cooperación que han permitido un ataque frontal del problema, no obstante siempre habrá que establecer nuevas estrategias, para alcanzar los objetivos y llevar el problema a su más mínima expresión.

Es importante destacar, que las actuaciones de los órganos de investigaciones policiales deben ceñirse al ordenamiento jurídico vigente, respetando las garantías establecidas en las diferentes constituciones, leyes y tratados.

· Atendiendo a esta situación se plantea la posibilidad de que cada país según su ordenamiento interno, designe un representante, para la creación de una Comisión Andina de Policía, donde cada uno de ellos, servirá de enlace con los otros a los fines de hacer fluido el intercambio de información relativa a delitos de tráficos de drogas, delincuencia organizada, legitimación de capitales. 

Este representante sería el encargado de establecer las necesidades de cada país en cuanto a formación, entrenamiento y capacitación del recurso humano en materia de investigación criminal. De igual forma corresponderá a este representante, evaluar los avances obtenidos en materia de combate de la actividad criminal a través de la presentación de informes periódicos ante los demás miembros de la Comisión. 

· La Comisión tendría dentro de sus actividades, coordinar con los diferentes Cuerpos Policiales de los países Andinos la información necesaria, que permita investigar las actividades delictivas de individuos o bandas organizadas de los Estados que conforman la Comunidad Andina y evitar de esta forma que tanto los individuos como las bandas puedan aprovechar las ventajas de su traslado a un país distinto a la comisión del delito.

· Igualmente, correspondería esta Comisión intercambiar información sobre actividades delictivas de personas individualmente consideradas o bandas organizadas con Instituciones similares, como la INTERPOL o la EUROPOL 

· Asimismo, correspondería la Comisión el intercambio con las anteriores Organizaciones, en cuanto a la formación de recurso humano en materia de investigación criminal, a través de la cooperación e intercambio de experiencias, aplicación de nuevas técnicas y equipos en el combate del delito.

Agradezco a los Gobiernos del Perú y Francia, por la Organización e Invitación a tan importante evento de integración y cooperación mundial. Quedo a sus ordenes, a través de la Asesoría Jurídica Nacional del Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas (C.I.C.P.C) de Venezuela, cuya dirección en la Internet es la siguiente:  http:www.cicpc.gov. ve

Dr. EDMUNDO MAYORCA YÁNEZ

ASESOR JURÍDICO NACIONAL

CUERPO INVESTIG. CIENTÍFICAS PENALES Y CRIMINALISTICAS

PRESIDENTE COMISION

RAFAEL GARCIA P.

COMISARIO GENERAL

DIRECTOR NACIONAL DE EDUCACIÓN POLICIAL

MINISTERIO INTERIOR Y JUSTICIA

Dr. JESÚS ALBERTO ZARRAGA

MINISTRO CONSEJERO

MINISTERIO RELACIONES EXTERIORES

Anexo V

Presentaciones de Colombia en el Módulo de Cooperación Judicial

Participantes por la Corte Suprema de Justicia de Colombia:

· Magistrado CESAR JULIO VALENCIA COPETE.

Sala de Casación Civil.

· Magistrada MARINA PULIDO DE BARÓN.

Sala de Casación Penal.

El legislador colombiano, con el fin de atender los compromisos internacionales adquiridos por razón de la suscripción de los diferentes convenios y tratados sobre cooperación internacional, incluyó en el estatuto procesal penal vigente (Ley 600 de 2000) un libro especial destinado a precisar las condiciones en que deben cumplirse las relaciones con las autoridades extranjeras y, en particular, las formalidades dentro de las cuales deben elevarse y atenderse las solicitudes de asistencia judicial, que se cursen entre los países que hayan suscrito convenios o tratados de asistencia judicial.


La siguiente es la preceptiva de tales disposiciones, de obligado conocimiento en cuanto a su contenido y alcance para los fines del presente Seminario:

LIBRO V
RELACIONES CON AUTORIDADES EXTRANJERAS Y DISPOSICIONES FINALES

TITULO I
RELACIONES CON LAS AUTORIDADES EXTRANJERAS


Artículo 499.- Legislación aplicable. Son aplicables principalmente las normas internacionales y subsidiariamente las internas. Unas y otras se interpretarán de acuerdo con la doctrina y costumbre internacionales, dando prevalencia al derecho sustancial.


Artículo 500.- Cooperación internacional.- El Fiscal General de la Nación podrá celebrar con sus homólogos de otras naciones, actos dirigidos al intercambio de tecnología, experiencia, coordinación de entregas vigiladas, controladas o agentes encubiertos, coordinación de la cooperación judicial, capacitación, o cualquier otro que tenga propósitos similares.


(El artículo 501 que preveía la potestad reglamentaria de la asistencia judicial en cabeza del Presidente de la República, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en sentencia del 18 de julio de 2001).


Artículo 502.- Bases de negociación.- Las normas contenidas en este Titulo constituirán el marco de discusión de los instrumentos internacionales que en materia de cooperación judicial, extradición y otras relacionadas, sean asumidos por Colombia en negociaciones bilaterales o multilaterales.

Capítulo I

Solicitudes de asistencia judicial

Artículo 503.- Solicitudes originadas en Colombia.- Los jueces, fiscales y magistrados o los jefes de unidades de policía judicial, a fin de determinar la procedencia de la acción penal, de recaudar pruebas o información o cualquier otro tipo de asistencia judicial podrán concurrir o comunicarse directamente con autoridades extranjeras o por los conductos legalmente previstos.

Siempre que la legislación del país requerido lo admita, podrán comisionar a uno de los funcionarios competentes del país requerido en los términos y requisitos previstos.

Artículo 504.- Contenido de las solicitudes. En la solicitud de asistencia judicial informará a la autoridad requerida los datos necesarios para su desarrollo, precisando el Despacho requirente, los hechos que motivan la actuación, el objeto y los medios de prueba pretendidos, las normas presuntamente violadas, la utilidad y ubicación de personas o bienes cuando ello sea necesario, así como las instrucciones que desea que sean observadas por la autoridad extranjera.

Se presume la legalidad y la autenticidad de los documentos y de las pruebas obtenidas de autoridad extranjera.

Artículo 505.- Traslado de funcionarios judiciales. Cundo el Fiscal General de la Nación advierta la necesidad de que un fiscal se traslade a territorio extranjero, para la práctica de diligencias, procederá con autorización de las autoridades legitimadas para otorgarla. También podrá comisionarse a los Embajadores y Cónsules de nuestro país.

Capítulo II

Solicitudes de asistencia judicial 

provenientes del exterior

Artículo 506.- Asistencia judicial a autoridades extranjeras. Las autoridades colombianas, a través de la Fiscalía General de la Nación, prestará asistencia judicial a las autoridades extranjeras que lo soliciten, las cuales podrán comisionar a funcionarios judiciales colombianos para la práctica de diligencias. Podrán conformarse unidades especiales de asistencia judicial al exterior, bajo la coordinación y dirección del Fiscal General de la Nación o a quien él delegue.

El Fiscal General de la Nación podrá autorizar a funcionarios judiciales extranjeros para la práctica de diligencias en el territorio nacional, con la asistencia de un funcionario judicial colombiano y del representante del Ministerio Público.

Parágrafo. En ningún caso se denegará la solicitud de asistencia judicial por no estar tipificada en la legislación colombiana la conducta que se investiga, salvo que resulte manifiestamente contraria a la Constitución Política.

Artículo 507.- Medidas sobre bienes requeridas por autoridad extranjera. La extinción del derecho de dominio o cualquier otra medida que implique la pérdida o suspensión del poder dispositivo sobre bienes podrá ejecutarse en Colombia por orden de autoridad extranjera competente.

La decisión que ordena la extinción del derecho de dominio, comiso o cualquier medida definitiva, será puesta en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación. Esta determinará, mediante decisión interlocutoria, si procede la medida solicitada, caso en el cual la enviará al juez competente para que decida mediante sentencia.

El Fiscal General de la Nación podrá crear un fondo de asistencia judicial internacional al que se lleven estos recursos.

En ningún caso podrán desmejorarse las facultades reconocidas por la ley colombiana a quienes resulten afectados con la decisión de extinción de dominio.

En atención a que la Corte Constitucional declaró inexequible la norma que preveía la potestad reglamentaria de la asistencia judicial en cabeza del Presidente de la República, a ello procedió el señor Fiscal General de la Nación, doctor LUIS CAMILO OSORIO, “en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las previstas en los numerales 1, 4, 7, 8 y 13 del artículo 17 del Decreto 261 del 22 de febrero de 2000,de las conferidas por las leyes aprobatorias de los acuerdos o convenios binacionales y multinacionales sobre asistencia o cooperación judicial mutua o recíproca en materia penal, y en los artículos 499 a 507 del C. de Procedimiento Penal”, expidió la Resolución No. 0024 de enero 15 de 2002, por medio de la cual expidió el MANUAL DE ASISTENCIA JUDICIAL MUTUA NACIONAL E INTERNACIONAL”. 
Dicho manual, luego de una inicial referencia a lo que debe entenderse por ASISTENCIA JUDICIAL PENAL,  en forma detallada y prolija incluye las directrices que deben seguir los funcionarios adscritos al ente fiscal tanto para solicitar la asistencia judicial como para materializar la que les soliciten los países requirentes, a través de capítulos separados que se intitulan de la siguiente manera:

· Formas de la solicitud de asistencia.

· Actos que comprende la asistencia judicial penal.

· Asistencia Judicial Penal Nacional.

· Instrucciones para solicitar este tipo de asistencia.

· Asistencia Judicial Penal prestada por Cónsul o Embajador Colombiano en el estado donde está la ayuda que se requiere.

· Instrucciones para solicitar tal tipo de asistencia.

· Asistencia Judicial Penal solicitada a una autoridad extranjera.

· Asistencia Judicial Penal prestada por Ministro o Agente Diplomático de nación extranjera acreditado en Colombia o de una persona de su comitiva o familia.

· Asistencia judicial penal mutua con estados que tienen acuerdos o convenios de asistencia con Colombia, entre ellos, Panamá, Paraguay, Francia, Perú, Argentina, Venezuela, Estados Unidos Mexicanos, Asistencia Judicial Penal mutua fundada en la Convención de Viena).

· Asistencia Judicial Penal de autoridad colombiana a autoridad extranjera.

Esta Resolución fue publicada en el Diario Oficial y en la actualidad se encuentra plenamente vigente.

Los anteriores referentes normativos permiten afirmar que en Colombia, existe un sólido sistema judicial por virtud del cual se cumplen los acuerdos firmados en materia de cooperación internacional, por virtud del cual, incluso, las solicitudes de asistencia judicial se tramitan tan pronto la autoridad competente las solicita, sin tener en cuenta la reciprocidad  como factor determinante, ni el principio de la doble incriminación, como si ocurre en la extradición, ya que por virtud de la previsión contenida en el artículo 506 del estatuto procesal penal, la única razón legal para denegar la solicitud de asistencia judicial, radica en que ella resulte manifiestamente contraria a la Constitución Política, como sería en los siguientes eventos:

· La solicitud se refiera a un delito tipificado como tal en la legislación militar mas no en la legislación penal ordinaria.

· Cuando la solicitud se refiere a un delito que en la parte requerida sea de carácter estrictamente político.

· La persona en relación con la cual se solicita la medida haya sido absuelta o haya cumplido su condena en la parte requerida por el delito mencionado en la solicitud o esta se haya extinguido.

· El cumplimiento de la solicitud sea contrario a la seguridad, al orden público o a otros intereses esenciales de la parte requerida.

· La solicitud de asistencia sea contraria al ordenamiento jurídico de la parte requerida o no se ajuste a las disposiciones del Convenio.

· La investigación haya sido iniciada con el objeto de procesar o discriminar en cualquier forma a una persona o grupo de personas por razones de raza, sexo, condición social, nacionalidad, religión, ideología o cualquier otra forma de discriminación.

No obstante, para la ejecución de las inspecciones judiciales, requisas, registros y medidas cautelares o definitivas sobre bienes, la asistencia se prestará solamente si la legislación de la parte requerida prevé como delito el hecho sobre el cual se procede en la parte requirente.

En Colombia las solicitudes de asistencia judicial las pueden elevar los fiscales y los jueces, dependiendo de la etapa en que se encuentre el proceso, a través de las autoridades centrales  designadas en cada convenio. En este caso están autorizados tanto la Fiscalía General de la Nación  como  el Ministerio de Justicia y del Derecho para transmitir las solicitudes de asistencia dependiendo de quien solicita la prueba, es decir si la solicita un fiscal en etapa de instrucción, la autoridad central competente es la Fiscalía General de la Nación; pero si la prueba es solicitada por un juez en la etapa de juzgamiento la autoridad competente es el Ministerio de Justicia y del Derecho.

En este momento es oportuno precisar que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en verdad no tiene asignada función específica dentro de este trámite de producción de pruebas en desarrollo de los acuerdos y convenios sobre asistencia judicial, bien se soliciten por Colombia o de cumplan por petición de algunos de los países con los cuales se a acordado este tipo de cooperación.

Solamente si una prueba  que fue producida en el exterior por petición de las autoridades judiciales colombianas a través de este mecanismo de cooperación, ingresa a un proceso penal y para este, por virtud del delito objeto de investigación, se encuentra previsto el recurso de casación bien sea ordinaria o discrecional, podrá la Corte entrar a revisar  su legalidad, desde la óptica del debido proceso probatorio.


En relación con el mismo, la jurisprudencia patria lo ha estructurado a partir de la preceptiva constitucional contenida en el artículo 29 de la Carta Política,  con fundamento en los siguientes argumentos:
El análisis completo del texto y el sentido del artículo 29 constitucional, a la luz de la teoría del Derecho y del proceso, permite considerar el debido proceso desde dos perspectivas diferentes, en atención a sus consecuencias:  por un lado, el debido proceso en sentido general, cuya violación daría lugar a la nulidad; y por el otro, la que se refiere exclusivamente a las pruebas, caso en el cual la transgresión produciría una nulidad de pleno derecho o inexistencia.

El debido proceso, como traducción del principio lógico antecedente - consecuente, se relaciona con una sucesión integrada, gradual y progresiva de actos regulados en la ley, cuyo objeto es la verificación de un delito y la consecuente responsabilidad del imputado, orientados al fin de obtener una decisión válida y definitiva sobre los mismos temas.  

En cambio, el debido proceso probatorio atañe al conjunto de requisitos y formalidades previstas en la ley para la formación, validez y eficacia de la prueba, siendo que, entre los primeros, cuenta el respeto a las garantías fundamentales.  Así que ésta debe sujetarse a los principios de ordenación, aducción, aportación, práctica y apreciación.

Pero si bien la anterior es la situación en punto del mecanismo de cooperación judicial denominado asistencia judicial enmarcados dentro de las relaciones de las autoridades colombianas con las extranjeras, igual no acontece con la extradición, porque en estos eventos la Corte, por disposición legal, debe necesariamente intervenir, dada la naturaleza del instrumento y del específico trámite previsto para su materialización.


Teleológicamente este instrumento de cooperación internacional previsto normativamente (Convención, Tratado, Convenio, Acuerdo, Constitución, o Ley, según el caso), está orientado a  evitar la evasión de la acción de la justicia por parte de quien ha realizado comportamientos delictivos escondiéndose en territorio sobre el cual carecen de competencia las autoridades jurisdiccionales que solicitan su presencia, y pueda responder personalmente por los cargos que le son imputados y por los cuales se le convocó a juicio criminal. 

El trámite de extradición pasiva se cumple bajo el liderazgo del Gobierno Nacional, que dentro de su autonomía política no sólo da inicio recibiendo la solicitud y la documentación correspondiente con la cual se perfeccione el expediente, y señalando el marco normativo aplicable a cada caso particular antes de darle curso al máximo tribunal de la justicia ordinaria para lo de su competencia, sino que mediante una resolución administrativa le pone fin a la actuación, sea concediendo la extradición, difiriendo la entrega del solicitado, o negando el pedido del Gobierno extranjero, aunque previamente requiere el Concepto de la Corte que solo le vincula si fuere negativo, pues de ser favorable, quedará “en libertad de obrar según las conveniencias nacionales”, y de esta manera, en ejercicio del poder popularmente conferido, interactuar en el concierto internacional.     
Por ello se ha dicho que se trata de un trámite de naturaleza mixta, en el sentido de que es administrativo-judicial-administrativo. 

El concepto que de la Corte demanda el Gobierno Nacional, referido a la viabilidad de conceder o negar la extradición de quien es requerido para comparecer ante autoridades extranjeras, se halla delimitado a  la verificación de la validez formal de la documentación hecha llegar por el ejecutivo; la identificación plena del solicitado, correspondiente a la persona capturada con dichos fines; el principio de la doble incriminación relacionado con que el hecho motivo de la solicitud no sea un delito político o de opinión, y, además de estar también previsto en Colombia como delito, se reprima con pena privativa de la libertad cuyo mínimo no sea inferior a cuatro años; que la providencia soporte de la solicitud de no ser  una sentencia,  cuando menos equivalga a la resolución de acusación en el sistema colombiano; y, cuando fuere el caso, el cumplimiento de lo dispuesto por los tratados públicos.

De esta suerte, las pruebas cuya incorporación o práctica se demande durante el trámite, deben estar orientadas a la demostración de tales presupuestos; es decir, tratarse de pruebas eficaces, pertinentes, útiles, necesarias y conducentes,  referidas a los aspectos sobre los cuales la Corte ha de fundamentar su concepto.

***

Participante por el Ministerio del Interior y de Justicia:

· Doctora CAROLINA BAYONA PARGA
Asesora del Despacho del Ministro

LA EXTRADICIÓN EN COLOMBIA

Por disposición constitucional (Artículo 35 de la Constitución Política reformado por el Acto Legislativo Nº 01 de 1997), la extradición en Colombia se puede solicitar, conceder u ofrecer, de acuerdo con lo establecido en los Tratados Públicos que se han suscrito sobre la materia y en su defecto por lo consagrado en nuestra legislación interna. 

En nuestro país, el sistema aplicable para la extradición pasiva es el mixto, por cuanto, siendo facultativa la decisión del Gobierno Nacional, requiere un concepto previo y favorable de la Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia. 

Legislación interna:

El tema de la extradición se encuentra regulado en el artículo 35 de la Constitución Política, y en los artículos 18 del Código Penal y  508 y ss del Código de Procedimiento Penal.

De acuerdo con lo establecido en las anteriores disposiciones, la solicitud de extradición deberá hacerse por la vía diplomática, y en casos excepcionales por la consular, o de gobierno a gobierno. 

Trámite:

- Solicitud de detención provisional con fines de extradición.

El país requirente, por la vía diplomática, y en casos excepcionales por la consular, o de gobierno a gobierno puede solicitar  la detención provisional con fines de extradición, para lo cual hará la solicitud mediante Nota en la que exprese los siguientes requisitos:

1-  Los datos sobre la plena identidad de la persona reclamada

2-  La circunstancia de haberse proferido en su contra sentencia condenatoria, acusación o su equivalente

3-  La manifestación que exprese la urgencia de tal medida.

Recibida por vía diplomática la solicitud, el Fiscal General de la Nación mediante resolución  ordena o no la captura con fines de extradición, o se abstiene de decretarla hasta que se alleguen la totalidad de los requisitos.

Se establece en la legislación, un plazo de 60 días contados desde la fecha de captura del ciudadano requerido, dentro de  los cuales el país requirente debe formalizar la solicitud de extradición, so pena de  que la persona reclamada sea puesta en libertad.

- Formalización de la solicitud de extradición

Se entiende formalizada la solicitud de extradición cuando se aportan los siguientes documentos que deben estar legalizados y traducidos al español si es del caso:

1-  Copia o transcripción auténtica de la sentencia o de la resolución de acusación o su equivalente. Se exige que por  lo menos se haya dictado en el exterior resolución de acusación o su equivalente.

2-  Indicación exacta de los actos que determinaron la solicitud de extradición y del lugar y la fecha en que fueron ejecutados. Se exige que el hecho que la motiva también esté previsto como delito en Colombia y reprimido con una sanción privativa de la libertad cuyo mínimo no sea inferior a cuatro (4) años.

3-  Todos los datos que se posean y que sirvan para establecer la plena identidad de la persona reclamada. 

4-  Copia auténtica de las disposiciones penales aplicables para el caso. 

Formalizada la solicitud, el Ministerio de Relaciones Exteriores conceptúa sobre la normatividad aplicable al caso, indicando si se debe proceder con sujeción a convenciones o usos internacionales o por el contrario es necesario ajustarse a las normas del Código de Procedimiento Penal colombiano.

El Ministerio del Interior y de Justicia revisa el expediente para constatar que se cumplen todos los requisitos que exige el artículo 513 del Código de Procedimiento Penal, y junto con el concepto de la Cancillería, remite las diligencias a la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia para que emita el respectivo concepto, el cual debe fundarse en la validez formal de la documentación presentada, la demostración plena de la identidad del solicitado, el principio de la doble incriminación, la equivalencia de la providencia proferida en el extranjero y, cuando fuere el caso, en el cumplimiento de lo previsto en los tratados públicos.

Dentro de los 15 días siguientes al recibo del expediente con el concepto de la Corte Suprema de Justicia, el Ministerio del Interior y de Justicia elabora el proyecto de resolución que decide sobre la solicitud. El concepto desfavorable obliga al Gobierno Nacional. El acto administrativo expedido por el Gobierno es susceptible de recurso de reposición.

En firme el acto administrativo, el Ministerio del Interior y de Justicia comunica la decisión al Ministerio de Relaciones Exteriores para que este a su vez comunique la decisión al País requirente. Si es del caso, se informará sobre la necesidad de otorgar un compromiso previo a la entrega del ciudadano, en el que se garantice el cumplimiento de los condicionamientos impuestos en la decisión los cuales se contraen a respetar el principio de especialidad, a la conmutación de la pena de muerte en caso de que la contemple el país requirente y a condición de que al extraditado no se le someta a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni a las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación, conforme a lo dispuesto por los artículos 11, 12 y 34 de la Constitución Política.

Estadísticas:

A partir del Acto Legislativo N° 01 de 1997, por medio del cual se modificó el artículo 35 de la Constitución Política, se permite la extradición de nacionales por nacimiento, lo que ha permitido dar una mayor aplicación a este mecanismo de cooperación judicial.

1- 
En 1998 se extraditaron 9 ciudadanos.

2- 
En 1999 se extraditaron 10 ciudadanos.

3- 
En el año 2000 se extraditaron 23 ciudadanos.

4- 
En el año 2001 se extraditaron 39 ciudadanos.

5- 
En el año 2002 se extraditaron 68 ciudadanos.

6-
En lo que va corrido del año (al 7 de noviembre de 2003) se han aprobado 70 solicitudes de extradición: 

En un 95% los delitos que han motivado estas solicitudes de extradición corresponden a cargos por tráfico de estupefacientes y lavado de dinero.

* * * * *
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� 	Tratado de la Unión Europea relativo a la Extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea (con base al Convenio Europeo de Extradición del 13 de diciembre de 1957 y publicado en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas N C 313/12 del 23 de octubre de 1996) y el Convenio relativo al procedimiento simplificado de extradición entre los Estados miembros de la Unión Europea (10 de marzo de 1995).


� 	Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Partes del MERCOSUR, Decisión 14 de 1998.


� 	Por ejemplo, en el caso del Perú el Congreso de la República adoptó las Resoluciones Legislativas No. 27732 y 27827 aprobando el Tratado de Extradición entre la República del Perú y la República Popular China en el primer caso, y con los Estados Unidos de América en el segundo caso, los cuales fueron publicados en las Normas legales del diario oficial El Peruano, el 30 de mayo y el 19 de setiembre de 2002.





